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[“Publicum ius est quod ad statum rei Romanae
spectat, privatum quod ad singulorum utilitatem.]”***

Introducción

Con esta distinción entre los dos regímenes jurídicos, formulada al inicio del 
Corpus Iuris (Inst. 1, 1, 4 y D. 1, 1, 2), el pensamiento romano ha impreso una 
huella irrepetible en los sistemas jurídicos de los pueblos1. El dualismo de 
Derecho Público y Privado ha ejercido una fuerza determinante sobre todo el 
globo: caracteriza las grandes codifi caciones del Derecho Civil y del procedi-
miento administrativo; infl uencia los sistemas de justicia de muchos Estados 
que, junto a los jueces ordinarios, han instituido jueces administrativos; se 
manifi esta aun hoy en las articulaciones disciplinarias de las facultades de 
jurisprudencia y en las creaciones de cátedras y de estudios de investigación.

Ciertamente, los textos clásicos no se referían a una separación categó-
rica. Los romanos no entendieron con esto poner en discusión la unidad de 
su ordenamiento jurídico2 y tampoco nosotros pensamos en esto. Todavía, 
tanto hoy como entonces, tiene sentido distinguir los dos segmentos del or-
denamiento jurídico. A continuación, me gustaría ante todo delinear el marco 
conceptual de esta distinción (I y II), para después afrontar algunas cuestio-
nes actuales referentes a la relación de la administración con el Derecho pri-
vado (III-IV).

I. [Marco conceptual de la distinción, 1]

1. La res pública

El concepto de statum rei Romanae se equipara a res publica. Es el Derecho 
Público quien se ocupa de esta3. La res publica se presenta ante nosotros en 
una doble forma: representa, en primer lugar, un fi n conectado al bien común 
y, en segundo lugar, una específi ca organización del poder. Por ende, ella ne-
cesita de acciones promocionales pero también de límites. Se puede hablar 
de una “doble tarea”: por una parte, hacer efi caz el poder estatal y, por otra, 

*** Corpus Iuris Civilis, texto y traducción publicados por O. Behrends, R. Knütel, B. Kupisch, y 
h. h. Seiler, Vol. 2, 1995: Digesten, 1, 1, 2; Institutionen, 1.1.4. [Trad.: “Es derecho público el que 
se refi ere al estado de la cosa romana; privado el que pertenece a la utilidad de cada cual”].
1 En cuanto a los diversos matices de signifi cado del concepto ius publicum, desde el fi n de la 
República, y a la evolución y difusión del mismo durante el periodo imperial, cfr. WIEACKER 1998, 
29 I 2. En cuanto al signifi cado actual de la distinción en el Derecho alemán cfr. BURGI 2006 en 
HOFFMANN-RIEM W. / SCHMIDT-ABMANN E. / VOBKUHLE A. (editores); en el Derecho italiano CERULLI IRELLI 
2011, 1 y ss.; CLARICH 2017, 46 y ss.; desde un punto de vista comparativo NAPOLITANO 2003, 1 y ss.
2 En tal sentido KASER 1995, 175: “Los romanos no consideraron sacrifi car la unidad del ordena-
miento jurídico, contraponiendo el Derecho privado al Derecho común”.
3 Al respecto, véase ZOLLER 2008, 3: “El concepto de res publica es la raison d’être del Derecho 
público”.
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disciplinar puntualmente el ejercicio. En el Derecho Público y especialmente 
en el administrativo, se trata exactamente de esto.

El poder estatal es un poder donde se deposita confi anza4, por lo que 
en el estado constitucional tiene valor en consecuencia el principio de la 
asimetría entre la libertad y la atribución (Kompetenza)5. Mientras el ciuda-
dano actúa en el ejercicio de sus libertades elementales, el Estado actúa, en 
cambio, en el ejercicio de sus atribuciones legales. Esta evidente asimetría 
no está limitada al Estado nacional, pero se puede observar también cuando 
organizaciones internacionales ejercen un poder público (“public authority”)6. 
En una determinada fase de su desarrollo, el Derecho Público ha resultado 
estrechamente conectarlo con la idea de Estado nacional7. Esto no se en-
cuentra todavía circunscrito a los estados nacionales, pero cumple un rol es-
pecífi co cuando se trata de disciplinar jurídicamente un poder soberano.

Las autoridades públicas no tienen ninguna libertad, pero sí tienen 
atribuciones, las que le son asignadas por el Derecho (constituciones, leyes, 
tratados internacionales). Las atribuciones tienen una doble naturaleza: auto-
rizan a actuar unilateralmente, a decidir según el principio de mayoría y even-
tualmente a imponer las decisiones con medios coercitivos. Sin embargo, las 
atribuciones pueden ser ejercitadas solo dentro de su propio marco jurídico y 
deben ser justifi cadas, desde el punto de vista fi nalista, en relación a la pro-
secución del bien común. La elaboración jurídica de este último constituye el 
núcleo fundante del Derecho Público.

2. ¡Es muy distinto el Derecho Privado!

El eje del Derecho Privado está constituido por elecciones libres de sujetos 
jurídicos en posición de igualdad. A estos se les debe asegurar un marco jurí-
dico de confi anza. El contenido de estas relaciones, a su vez, queda confi ada 
fundamental a la autonomía privada. En contraposición a la doble naturaleza 
de las atribuciones, la libertad posee una naturaleza simple. Los individuos 
mismos regulan sus propios intereses y los expresan autónomamente. Ellos 
no deben motivar sus conductas, ciertamente no pueden producir unilateral-
mente efectos jurídicos, sino solo consensualmente. Como regla, no son ne-
cesarias especiales autorizaciones o garantías procesales, como aquellas que 
pertenecen a los estándares del Derecho público. El Derecho privado delinea 
límites externos. En esto reside su especial fl exibilidad y ubicuidad.

4 Al respecto, véase la Decisión de la Corte Federal Constitucional Alemana 128, 222, 244 y ss.
5 Al respecto, véase SCHMIDT-ASSMANN 2004, 16 y ss. y 284 y ss. 
6 Al respecto, véase VON BOGDANDY A. / WOLFRUM R. / VON BERNSDORF J. / DANN P. / GOLDMANN M. 
(editores) 2010, 659 y ss. 
7 CASSESE 2010, 41; ZOLLER 2008, 25 y ss. (Comparación de los desarrollos en Francia, Alemania, 
Inglaterra y en los Estados Unidos).
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II. [Marco conceptual de la distinción, 2]

En los ordenamientos constitucionales que distinguen entre la libertad civil 
y vínculo estatal y que se fundan sobre la necesaria legitimación de cada ac-
ción estatal, es normal expresar las distintas tipologías de intereses con dos 
distintos regímenes jurídicos. El dualismo no representa, sin embargo, un a 
priori. Como concepto esto resulta plausible, porque intenta recoger en dos 
modelos de regulación –que son a sabiendas y sistemáticamente estructu-
rados de distinto modo– las cuestiones relativas a la legitimación y al bien 
común que se plantean la sociedad y el Estado. Respecto del ejercicio del 
poder estatal, no podemos estar satisfechos con que el Derecho ponga solo 
algunos límites extrínsecos. La necesidad de motivación conduce sobre todo 
a utilizar estructuras jurídicas específi cas que alcanzan el ámbito interno del 
proceso decisional mucho más en profundidad que en el caso del Derecho 
Privado, en que existe una especie de “marco” en el ámbito del cual la activi-
dad privada se desarrolla libremente.

El dualismo no se pone en duda por el hecho que hoy Estado y socie-
dad, administración y economía, cooperan en modos multiformes. Al contra-
rio: si el “Estado cooperativo” no debe traducirse en un desorden general 
y no se debe empañar la responsabilidad democrática de los órganos esta-
tales, entonces es necesaria una clara diferenciación de las distintas racio-
nalidades de acción de los socios que colaboran. Los organismos estatales 
no pueden deshacerse de sus vínculos, poniéndose al mismo nivel de los 
privados. Estos quedan sometidos a las prescripciones constitucionales aun 
cuando utilizan formas contractuales. La forma puede también ser la del De-
recho Privado,, sin embargo, el vínculo permanece. Esta conclusión se puede 
formular en modo más claro en un contexto de dualismo conceptual que en 
uno de monismo.

La referencia al monismo de los países del common law no constituye 
en cada caso un argumento contra el dualismo. Está fuera de discusión que, 
indistintamente de cuánto sugieren el Derecho romano y las tradiciones 
continentales, un orden jurídico puede ser construido en forma monista. Sin 
embargo, si se observa atentamente, se comprende que incluso en los con-
textos monistas se debe poner atención a la distinción entre libertad y atri-
bución. Esto constituye un legado hereditario del estado constitucional del 
Atlántico8. Cito a este propósito la Corte Suprema de los Estados Unidos en 
la decisión Lebron v. Amtrak: “It surely cannot be that government, state or 
federal, is able to evade the most solemn obligations imposed in the Consti-
tution by simply resorting to the corporate form”9.

8 Al respecto, ZOLLER 2008, 1: “Independientemente de su diversidad, todos los sistemas jurídicos 
toman en cuenta, en un modo u otro, la necesaria distinción entre el Derecho público y privado”. 
Cfr. también LOUGHLIN 2003 (con una insistente defensa de la autonomía del Derecho público).
9 513 U.S. 374, 397 (1995) National Lebron v. Railroad Passenger Corporation (Amtrak). [Trad.: Si 
se trata de un gobierno, estatal o federal, se pueden evadir las obligaciones más solemnes con-
sagradas en la Constitución simplemente recurriendo simplemente a formas corporativas.]
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Con palabras casi idénticas se ha expresado la Corte constitucional fe-
deral alemana en la decisión Fraport10.

Han transcurrido ampliamente los tiempos en los cuales la acción estatal 
podía ser gestionada jurídicamente con pocas “prerrogativas” y en cuanto 
al resto recurriendo al common law. También, en los Países de Derecho an-
glo-americano existe hoy un Derecho Administrativo que –sin perjuicio del 
sistema jurisdiccional monista– refl eja unos especiales vínculos y las espe-
ciales atribuciones del Government11. Las preguntas que en la sistemática 
continental representan las preguntas centrales del Derecho Público, allá 
son tratadas como áreas problemáticas singulares y como temas específi cos 
del ordenamiento monista. En este sentido, la diferencia entre civil law y 
common law no tiene que ser entonces exagerada12. La concepción dualis-
ta, seguida en la mayor parte de los Estados europeos, facilita la refl exión 
sistemática, porque ofrece a todas las reglas particulares relativas a la acción 
estatal un marco conceptual unitario y un único punto de referencia con la 
orientación a la res publica.

III. [Cuestiones actuales referentes a la relación de la administración 

con el Derecho privado, 1]

El dualismo continental debe recurrir también naturalmente a otras diferen-
ciaciones. Esto es de inmediata evidencia cuando se deben ordenar las va-
riadas formas de acción y de organización de la administración en el campo 
en el cual se coordinan el Derecho Público y aquello que es privado13. Aquí 
entran en juego los puntos de vista de la práctica administrativa que tienen 
su legitimidad en un Derecho Administrativo orientado a la práctica, sin que 
se ponga en duda la diferencia entre libertad y atribución.

El punto de partida es claro: cuando la administración dispone unilate-
ralmente, es decir, desea actuar ejerciendo su imperio, lo puede hacer solo 
utilizando el Derecho Público. Para este fi n ésta tiene a disposición los ins-
trumentos del acto administrativo y de la coacción administrativa, así como 
las posibilidades ofrecidas de la estandarización administrativa (regulaciones, 
estatutos, prescripciones administrativas). En el Derecho de la organización 
también las instituciones y los entes de Derecho público deben asegurar un 
proceso decisional democrático. Estas formas de acción constituyen el cora-
zón del Derecho Administrativo cuya relevancia y efectividad es demostrada 
diariamente por cientos de millones de decisiones (tasaciones fi scales, deci-
siones sobre demandas de pensión, autorizaciones de edifi cación y comercia-
les, reconocimiento de requerimientos de asilo, disposiciones de policía y de 

10 Decisión de la Corte Federal Constitucional Alemana 128, 226 (245).
11 Cfr. D’ALBERTI 1992.
12 Igualmente DELLA CANANEA 2005, 96 y ss.
13 Cfr. DE PRETIS 2014, 77 y ss.
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las autoridades de regulación), en las cuales se desarrolla la actividad admi-
nistrativa de Derecho Público.

La administración no se encuentra limitada a recurrir al poder de impe-
rio: ésta debe planifi car, confrontarse, incentivar la actividad privada y reaccio-
nar ante nuevas situaciones; coopera con los privados y participa en empresas 
privadas14. La tarea de promover el bien común –la res publica– presenta 
muchas facetas15. El Derecho Público no ofrece instrumentos adecuados para 
todas las tipologías de actividad. Para evitar condenar a la administración a 
permanecer inactiva o confi narla en la zona gris de la acción informal, se le 
debe permitir utilizar los instrumentos del Derecho Privado.

La mayor parte de los ordenamientos jurídicos lo permiten en un modo 
más o menos amplio, a veces contra su voluntad16. Sobre la administración or-
ganizada y operante según los módulos del Derecho Público, hay sectores en 
los cuales la administración utiliza las formas del Derecho Privado. En Alemania 
se trata de sectores importantes, incluyendo también la ley de contratación. En 
Italia tales ámbitos son más limitados, sin embargo, también en ese país la ad-
ministración tiene la facultad de sacar provecho del Derecho Privado.

Frecuentemente la alternativa entre régimen público o privado es recon-
ducida a una “libertad de elección” de la administración. Esto puede generar 
algún malentendido: en un Estado constitucional la administración no goza 
de alguna libertad “civil”, se requiere elegir los instrumentos más adecuados 
sobre la base de un juicio ponderado de naturaleza discrecional17. Consecuen-
temente, la administración no está legitimada a “refugiarse” en el Derecho 
Privado con el objetivo de eludir disposiciones imperativas de carácter público.

Sí deberíamos, sin embargo, ser cautos en condenar el uso del Derecho 
Privado como si fuese algo patológico. El uso del Derecho privado puede 
involucrar consecuencias peligrosas para el Estado de Derecho. Sin embargo, 
también el uso de las formas del Derecho Público puede involucrar análogas 
consecuencias. La tarea del Derecho Administrativo es individuar las situacio-
nes de peligro que se confi guran en algunas ocasiones, de analizarlas y de 
desarrollar medidas capaces de contrarrestarlas. En sustancia esto signifi ca: 
un Derecho administrativo moderno no puede ser limitado al Derecho Públi-
co. Se trata del “Derecho de la administración” en sentido amplio, que inclu-
ye también el Derecho Privado en el cual se avala la administración18.

14 Ha sido siempre así y esto no es una consecuencia de las privatizaciones de los últimos dece-
nios. Las recientes privatizaciones han sin embargo contribuido a aumentar la intensidad de la 
cooperación. Claro en tal sentido MOLITERNI 2016, 50 y ss.
15 Cfr. CERULLI IRELLI 2011, 87 y ss.; D`ALBERTI 2013, 163 y ss..
16 Resulta evidente en tal sentido la relación sobre Italia de MATTARELLA, 38 y ss.
17 Las personas jurídicas de Derecho Público (el Estado y sus articulaciones: Estados federales, 
Regiones, Comunas) no son, en principio, titulares de Derechos fundamentales; a tal propósito, 
renombrando a la Convención europea sobre los Derechos del hombre. RÖBEN 2013.
18 BURGI 2006 dice: “El Derecho público y el Derecho privado son regímenes de Derecho de los 
que se nutre el Derecho de la administración”: a una conclusión análoga llega CERULLI IRELLI 2011, 
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Quienes defi nen el Derecho Administrativo de modo tradicional sola-
mente como un Derecho imperativo y lo consideran expresión de la sobera-
nía del Estado, temerán probablemente una pérdida de identidad o aún una 
capitulación del “buen Derecho Administrativo”. No atribuyo valor alguno 
a estas previsiones de posibles pérdidas o capitulaciones. En el desarrollo 
del Derecho Administrativo no debemos consentir la antigua mitología: no 
estamos pasando de la edad de oro a la edad del hierro. ¡Al contrario! Hoy 
estamos mucho más atentos y más equipados, respecto a las épocas prece-
dentes, para afrontar nuevos retos. No le doy importancia a estos escenarios 
de disminución que conducen, bajo un perfi l didáctico, hacia una dirección 
errada. ¿Qué estudiante podrá interesarse por una materia la cual los exper-
tos afi rman que está en riesgo de decadencia? Tenemos la tarea de motivar 
positivamente a nuestros estudiantes. El Derecho Administrativo (a diferencia 
de otros grupos de lobby) no tiene el apoyo de fuerzas políticas infl uyentes. 
Sin embargo, si queremos contribuir a la reforma del Estado y de la adminis-
tración, debemos hacerlo formando estudiantes motivados, que estén con-
vencidos de la relevancia de la materia y logren transportar tal convicción a 
su futura actividad profesional.

IV. [Cuestiones actuales referentes a la relación de la administración 

con el Derecho Privado, 2]

Aun subsistiendo buenos motivos para consentir a la administración, la uti-
lización, aunque limitada, del Derecho Privado debe, sin embargo, garanti-
zarse que sean respetados los estándares elementales de una administración 
democrática en un Estado de Derecho. Se trata de un difícil ejercicio de equi-
librio que no puede llevar a la usurpación de libertades fundamentales por 
parte de la administración. Tal proceso no puede, sin embargo, igualmente 
conducir a una completa distorsión del Derecho Privado por obra de vínculos 
de carácter público; esto reduciría la fl exibilidad tan deseada. En casos dudo-
sos, los vínculos públicos deben prevalecer, en cuanto a la utilización del De-
recho Privado por parte de la administración representa solamente una técni-
ca de reglamentación que va interpretada en modo estructural, no sustancial.

Para la realización práctica de estas tareas pueden ser propuestas una 
pluralidad de construcciones. Resulta obligado discutir en tal sede, al menos, 
tres de éstas:

1. Se puede anteponer a la utilización del Derecho Privado una propor-
ción de Derecho público. Tal construcción encuentra su fundamento en la 
teoría de los “actes détachables” [actos separables] o “dei due livelli” [de 
dos niveles]19. Las preguntas más importantes, en lo concerniente al perfec-
cionamiento de la relación jurídica, se resuelven en el primer nivel en el sen-

239 y ss.. En el sentido contrario evidenciando la autonomía del Derecho administrativo respecto 
al Derecho privado CLARICH 2017, 47 y ss..
19 En cuanto a la Italia CERULLI IRELLI 2011, 116.; en cuanto a Alemania SCHMIDT-ASSMANN 2004, 290 y ss.
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tido del Derecho Público. Las preguntas más técnicas en relación a la ejecu-
ción pueden luego ser resueltas en el segundo nivel con los instrumentos del 
Derecho Privado. En tal sentido, en estas materias viene asegurada la infl uen-
cia de los jueces administrativos, de los que se espera un conocimiento en el 
sector del Derecho Público. Por otra parte, supone una circunstancia negativa 
que una acción jurídica unitaria sea impedida, circunstancia que puede levan-
tar consecuentes difi cultades de delimitación de los respectivos niveles.

2. Tales difi cultades son evitadas por una segunda construcción, que 
en Alemania se ha denominado “Derecho privado de la administración” 
(Verwaltungsprivatrecht)20. La acción jurídica queda sujeta en su totalidad al 
Derecho privado y recae en la jurisdicción de los jueces civiles, considerados 
competentes y dotados de la necesaria experiencia para asegurar también 
el respeto de las particulares exigencias de tutela requeridas por el Derecho 
Público (principio de equivalencia de las vías jurisdiccionales)21. Estas exigen-
cias de tutela son permitidas, por un lado, por la aplicación en vía analógica 
de la ley de procedimiento administrativo: imparcialidad, corrección procesal 
y transparencia, los que son válidos también cuando la administración se am-
para en el Derecho Privado. Lo mismo pasa con las restricciones relativas a 
los Derechos fundamentales y a las obligaciones de paridad de tratamiento, 
de proporcionalidad y de tutela la legítima confi anza. La aplicación analógica 
deja naturalmente espacio a las necesarias exigencias de diferenciación. Los 
vínculos son particularmente rígidos en los casos en los cuales el Derecho 
Privado sea utilizado para realizar tareas de carácter público como, por ejem-
plo, la política territorial comunal, la compraventa de terrenos edifi cables y 
la concesión de subvenciones. En la hipótesis en la cual la administración 
sea uno de los tantos concurrentes sobre el mercado, los vínculos no son 
así de rígidos. En ningún caso la administración goza de una plena libertad 
contractual. Para el resto el “Derecho privado administrativo” representa un 
proyecto dogmático en vía de desarrollo que debe ser utilizado de un modo 
conscientemente fl exible.

3. Una cuestión aparte muy complicada, sería la relativa al uso de formas 
organizadas de naturaleza privada, por ejemplo, en los casos en que la admi-
nistración gestione las propias actividades constituyendo o participando en 
una sociedad por acciones. En estos casos se trata principalmente de garan-
tizar la infl uencia decisional de la institución legitimada democráticamente. A 
tal propósito las típicas formas jurídicas de ley de la empresa privada y de la 
empresa no son propiamente adecuadas. El instrumento con el cual la admi-
nistración viene inducida a respetar, también en tales ocasiones, las particula-
ridades del Derecho público, es expresado en alemán con Einwirkungspfl icht 
[obligación de infl uencia o de dirección]22. Si la administración quiere sacar 

20 SCHMIDT-ASSMANN 2004, 291 y ss.
21 Sobre la concurrencia de los jueces civiles y administrativos cfr. SCHMIDT- ASSMANN et al. 2016, 
711-769.
22 Al respecto, H-H. TRUTE, 75 y ss.
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provecho de las formas administrativas del Derecho Privado, debe garantizar-
se que las decisiones de los órganos de las empresas sirvan a la res publica y 
que pueden ser controladas por los representantes de la misma res publica. 
Para este fi n, la administración –si quiere emprender una joint-venture o una 
colaboración público-privada– requerirá la atribución de los derechos nece-
sarios en los contratos sociales. Esto resulta más fácil en las sociedades de 
responsabilidad limitada que en las sociedades por acciones. Sin embargo, 
ni siquiera las sociedades por acciones son inmunes a tal obligación de in-
fl uencia impuesto por la constitución. En el Derecho privado de la empresa, 
como en el Derecho privado contractual, se pueden implementar elementos 
fundamentales que aseguren la tutela de exigencias públicas. No se puede 
depositar mucha confi anza en el legislador y en sus intentos de crear formas 
especiales de Derecho de sociedades. Es oportuno, más bien, confi ar en lo 
dogmático, en la acción sinérgica de la jurisprudencia y de la ciencia jurídica 
la tarea de desarrollar tales formas.

V. Quien bien distingue, bien juzga

¡Volvemos una vez más al texto del Corpus Iuris! La frase citada al inicio de este 
escrito sobre la distinción entre las dos ramas del Derecho es precedida por 
otra frase anticipada. Esta dice (D.1,1,2): “Huius studii duae sunt positiones” 
[Dos son los aspectos de este estudio].

El contexto ayuda a aclarar que la distinción entre los dos sectores del 
Derecho ha sido pensada principalmente por los estudios jurídicos, de los 
cuales se habla también al inicio del primer libro del Digesto23. La distinción 
entre Derecho Público y Derecho Privado tiene, por lo tanto, una naturaleza 
sistemática y es el fruto de una refl exión teórica, no privada de importancia 
que representa una pregunta central para la comprensión del ordenamien-
to jurídico24.

“Bene iudicat qui distinguit” [quien bien distingue, bien juzga]. Las liber-
tades de los ciudadanos y las atribuciones de los sujetos titulares de poder 
soberano tienen cada uno la propia disciplina jurídica. Ambos regímenes 
jurídicos del Derecho Público y del Derecho Privado refl ejan sustancialmente 
tales principios. Su distinción no está obsoleta: era y es tarea de la dogmática 
del Derecho Administrativo moldearla y adecuarla a los nuevos desafíos25. 
Lo dogmático representa el foro de la refl exión sugerida por el Digesto y 
puede presumir de una larga y consolidada tradición en los ordenamientos 
continentales, como resultado de la actividad conjunta de la práctica y de la 
ciencia jurídica. También hoy esto amerita de nuestra confi anza así como de 
nuestra creatividad; su tarea es poner siempre en equilibrio la componente 

23 CALZANTE E. ZOLLER 2008, 263: “En otros términos, en un origen la distinción entre Derecho pú-
blico y privado era signifi cativa solo a fi nes de estudio del Derecho”.
24 RADBRUCH 1956, 228 menciona: “El carácter de un ordenamiento jurídico se revela en modo 
signifi cativo como un Derecho público y el Derecho privado se colocan uno respecto al otro”.
25 SCHMIDT-ASSMANN 2013; en tal punto de vista las opiniones de DE LUCIA et al. 2015. 

ReDAE 30.indb   241ReDAE 30.indb   241 30-12-19   14:2730-12-19   14:27



EBERHARD SCHMIDT-ASSMANN242

ReDAE Revista de Derecho Administrativo Económico, Nº 30 [ julio-diciembre 2019 ] pp. 233-243

estática y aquella dinámica del Derecho. Esto vale también para la distinción 
entre Derecho Público y Derecho Privado. Su utilización es concreta y fl exible 
y conoce, como se ha demostrado por el Derecho Privado de la administra-
ción, formas intermedias. Las coordenadas fundamentales resultan, aun hoy, 
fi rmes: “Publicum ius est quod ad statum rei Romanae spectat, privatum 
quod ad singulorum utilitatem” [Es derecho público el que se refi ere al esta-
do de la cosa romana; privado el que pertenece a la utilidad de cada cual].
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